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1.10.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.10.2.1 Salud Pública
Esta Institución viene interviniendo en el conflicto suscitado entre diversas organizaciones y las Administraciones 
Públicas, en orden a determinar si es cierta la existencia de un mayor riesgo para la salud de la población de 
las áreas de Huelva y el Campo de Gibraltar, como podría evidenciarse de una superior tasa comparativa 
de afectación por cáncer en relación con el resto de España, y verificar si dicho riesgo es consecuencia de 
factores ambientales vinculados a la concentración industrial en estas zonas.

Tras la recepción de los estudios individualizados que con carácter excepcional se encargaron por esta 
Institución a la Sociedad Española de Epidemiología (SEE), así como las alegaciones que los promotores de 
la queja 09/1699 y la queja 10/3859 realizaron tras la presentación de aquel, quedábamos pendientes el 
pasado año de evaluar toda la información recibida y adoptar una decisión definitiva en estos expedientes.

Esta Institución, desde la prudencia que exige la complejidad técnica de este asunto, considera 
que ha quedado suficientemente acreditada la existencia de una situación de salud pública en 
la población asentada en las zonas que consideramos comparativamente peor que la de otras 
poblaciones similares asentadas en otras zonas del territorio.

Asimismo, la incidencia negativa que en tales realidades han tenido los factores sociales y económicos que 
históricamente han confluido en estas zonas, coincidiendo con los autores del Dictamen en la importancia 
que tiene la adopción de medidas que mejoren dichas condiciones sociales y económicas para una evolución 
positiva de los indicadores de salud pública en la zona.

Entiende también esta Institución que resulta razonable pensar que los factores ambientales han 
tenido y tienen una incidencia en el estado de salud de la población, llegando a esta conclusión 
conforme a los numerosos datos y estudios que acreditan con carácter general la relación existente entre 
la contaminación industrial y los problemas de salud pública.

La cuestión es que no podemos valorar el grado exacto de incidencia de estos factores ambientales, 
pues resultan insuficientes los datos de los que disponemos a la presente fecha sobre los elementos 
contaminantes presentes en ambas zonas, y no son suficientemente concluyentes los estudios que, con 
alcance muy limitado, se han realizado sobre los riesgos para la salud derivados de la presencia de elementos 
potencialmente contaminantes de origen industrial.

Por ello estimamos conveniente que se lleven a cabo cuantos estudios se estimen necesarios a 
juicio de los expertos para disponer de datos y elementos de juicio suficientes para formular una 
conclusión fundada, ponderada y motivada.

Asimismo, y hasta tanto no se disponga de conclusiones definitivas, entendemos que cualquier decisión 
que pueda redundar en un aumento significativo del riesgo ambiental debería venir precedido de 
estudios rigurosos que, bajo la premisa del principio de precaución, acrediten la oportunidad y 
conveniencia de dicha decisión.

Consideramos, además, que cualquier decisión de esta índole debería ser objeto de un proceso previo de 
debate y reflexión, en el que tuviesen cabida todos los sectores y colectivos sociales de la zona.

A tal efecto apoyamos la Recomendación del Dictamen de la SEE que aboga por la creación de un Foro 
de Salud Pública, que suponga un canal estable de comunicación e intercambio de información sanitaria 
entre los distintos organismos de la Junta de Andalucía (Consejería de Salud, Consejería de Medio Ambiente) 
y los grupos y asociaciones ciudadanas más representativos de la sociedad civil, aunque consideramos que 
dicho Foro debería incluir además de la información sanitaria, la información ambiental.

Esta Institución lleva ya muchos años interviniendo en este asunto y tratando de mediar en el conflicto 
social existente en torno al cuál debe ser el futuro de estas zonas, sin que podamos afirmar que se hayan 
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conseguido los resultados pretendidos que, a nuestro modo de ver, pasan por la búsqueda de modelos 
consensuados que aúnen la pervivencia de un sector industrial generador de empleo y riqueza, con la 
supeditación del mismo al cumplimiento de elevados estándares de calidad ambiental y con la progresiva 
implementación de un nuevo modelo económico basado en la sostenibilidad ambiental y la recuperación 
de los espacios degradados.

Por tanto hemos emitido nuevas Resoluciones (queja 09/1699, queja 10/3859) encaminadas a que cada 
una de las Administraciones implicadas den cumplimiento efectivo a las recomendaciones contenidas en 
el Dictamen evacuado por la Sociedad Española de Epidemiología en marzo de 2014 por encargo del 
Defensor del Pueblo Andaluz.

Las respuestas recibidas hasta el momento, tanto desde la Consejería de Salud, como desde la de Medio 
Ambiente, realizan una aceptación formal de nuestra Resolución, con explicación pormenorizada de las 
iniciativas que entienden dan cumplimiento a las recomendaciones del dictamen en el caso de la ría de Huelva, 
y de forma más escueta en el del Campo de Gibraltar, pero en ambas, alusivas a un compromiso para la 
reducción de las desigualdades en salud, potenciación de los sistemas de vigilancia de salud pública, y difusión 
de información a la ciudadanía, aunque 
en lo relativo a la constitución de Foro 
de Salud Pública, solamente en el 
segundo de los casos se acredita su 
constitución efectiva, aludiéndose en el 
primero a la confluencia de los distintos 
agentes en jornadas organizadas por 
la Administración Sanitaria y puesta a 
disposición del grupo de trabajo que 
ha elaborado el dictamen encargado 
por esta Institución, de los estudios 
realizados.

En la medida en que aún resta recibir 
la respuesta de algún Ayuntamiento, 
por parte de esta Institución solamente 
procede valorar el ajuste de aquellas a 
la Recomendación emitida, con carácter 
previo al cierre de los expedientes.

La preocupación por la incidencia de 
los riesgos ambientales para la salud no 
se agota en estos casos, articulándose 
en ocasiones como requerimiento de 
información (por ejemplo solicitud de 
información epidemiológica sobre la 
incidencia de cáncer en la localidad de 
Martos, en la queja 14/4963), o como 
denuncia por las consecuencias de un agente concreto en la provocación de graves enfermedades (riesgo 
para la salud por amianto en la construcción del nuevo apeadero de Renfe en Sevilla, en la queja 15/0726).

Otros aspectos tradicionalmente incluidos en este apartado son las vacunas o los programas de cribado. 
En el primer caso debido a la iniciación de oficio de un expediente para investigar la disponibilidad y pautas 
de dispensación de la vacuna de la tosferina a las embarazadas (queja 15/5229), y en el segundo, por 
el anuncio de puesta en marcha del programa de cribado de cáncer de colon, que motivó actuaciones 
en ejercicios anteriores (queja 12/7129), y que al parecer ya ha comenzado en algunos centros de salud 
con intención de extenderse a todo el ámbito de la Comunidad Autónoma, lo que sin duda nos obligará a 
intervenir para efectuar un seguimiento del proceso en orden a comprobar su velocidad, y evitar que los 
plazos de implantación provoquen desigualdad en el acceso.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-el-cumplimiento-de-las-recomendaciones-contenidas-en-el-dictamen-sobre-la-ria-de-huelva
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-dirigimos-a-las-administraciones-para-que-cumplan-con-las-recomendaciones-de-la-sociedad
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-de-oficio-sobre-la-dispensacion-de-la-vacuna-con-la-tosferina-a-las-embarazadas-andaluzas
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